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Señores: 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA. 
Dra. Yohela Flórez Rúa. 
E.          S.         D. 
 
 
RADICACIÓN:  08-001-33-33-006-2023- 00059-00. 
REFERENCIA:            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 
DEMANDANTE:                 LUIS CARLOS MARTÍNEZ ARRIETA. 
DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FOMAG - DISTRITO DE BARRANQUILLA- 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 
ASUNTO:                               CONTESTACIÓN DE DEMANDA, EXCEPCIONES PREVIA Y DE MÉRITO.   
 
   

CARLOS ARTURO PADILLA SUNDHEIM, varón, mayor de edad, vecino de la ciudad de Barranquilla, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 72.178.592 de Barranquilla, abogado en ejercicio con 
Tarjeta Profesional No. 169.638 del CSJ, actuando en nombre y representación del DISTRITO DE 
BARRANQUILLA, me dirijo a su despacho, dentro del término legal para hacerlo, y procedo a 
descorrer el traslado que otorga el CPACA para presentar CONTESTACIÓN DE DEMANDA, 
EXCEPCIONES PREVIA Y DE MÉRITO, dentro del medio de control de la referencia, en los siguientes 
términos: 
 

1. PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 
 

La parte actora solicita en su demanda las siguientes pretensiones: 
 

“I. PETICIONES  
 
1. Primero: Declarar la nulidad del ACTO FICTO O PRESUNTO configurado el día 23 de octubre de 2022, 
frente a la petición presentada el día 22 de julio de 2022, en cuento negó el derecho a pagar la 
SANCION MORA a mi mandante, establecida en la Ley 244 de 1995 modificada y adicionada por la 
Ley 1071 de 2006, equivalente a (1) día de salario por cada día de retardo, contados desde los (70) 
días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se 
hizo efectivo el pago de esta.  
 
2. Segundo: Declarar que mi representado tiene derecho a que LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); 
MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); le reconozca y pague la SANCION MORATORIA, 
establecida en la Ley 244 de 1995 modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, equivalente a (1) 
día de salario por cada día de retardo, contados desde los (70) días hábiles después de haber radicado 
la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de esta.  
 
II. CONDENAS 
 
1. Primero: Condenar a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA 
DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); le 
reconozca y pague la SANCION MORATORIA, establecida en la Ley 244 de 1995 modificada y 
adicionada por la Ley 1071 de 2006, equivalente a (1) día de salario por cada día de retardo, contados 
desde los (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta 
cuando se hizo efectivo el pago de esta.  
 
2. Segundo: que se ordene a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA 
DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); 
dar cumplimiento al fallo que se dicte dentro de este proceso en el termino de 30 días contados desde 
la comunicación de este tal como lo dispone el articulo 192 y siguientes del código del procedimiento 
administrativo y de lo contencioso administrativo.  
 
3. Tercero: Condenar a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA 
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DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); al 
reconocimiento y pago de los ajustes a que haya lugar con motivo de disminución del poder adquisitivo 
de la SANCION MORATORIA, referida con el numeral anterior, tomando como base la variación del 
índice de precios al consumidor desde la fecha en que se efectuó el pago de la cesantía, hasta el 
momento de la ejecutoria de la sentencia que ponga fin del presente proceso. 
 
4. Cuarto: Condenar a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA 
DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); al 
reconocimiento y pago de los intereses moratorios a partir del día siguiente de la fecha de la ejecutoria 
de la sentencia y por el tiempo siguiente hasta que se efectué en pago de la SANCION MORATORIA 
reconocida en esta sentencia.  
 
5. Quinto: Condenar en costas a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG); MUNICIPIO DE BARRANQUILLA - SECRETARIA 
DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A (FIDUPREVISORA); de 
conformidad con lo estipulado en el articulo 188 del código del procedimiento administrativo y de lo 
contencioso administrativo, el cual rige por lo dispuesto en el articulo 392 del código del procedimiento 
administrativo y de lo contencioso administrativo por el articulo 19 de la Ley 1395 de 2010.” 

 
2. PRONUNCIAMIENTO RESPECTO A LAS PRETENSIONES: 

 

El DISTRITO DE BARRANQUILLA se opone a todas y cada una de las pretensiones consagradas en el 
presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que dio origen a este litigio, 
con fundamento en las excepciones que en la presente contestación se formularán.  
 

3. CONTESTACIÓN DE LOS HECHOS: 
 

El hecho primero de la demanda expone lo siguiente: 
 
“1- Primero: El artículo 3 de la Ley 91 de 1989, creo el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable, 
y estadística, sin personería jurídica.” 

 
FRENTE AL HECHO PRIMERO DE LA DEMANDA: ESTE NO ES UN HECHO. Es una disposición normativa.  
 

El segundo hecho de la demanda indica lo siguiente: 
 

2- Segundo: De conformidad con la Ley 91 de 1989, le asigno como dependencia al FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, el pago de las cesantías PARCIALES Y DEFINITIVAS de 
los docentes de los establecimientos educativos del sector oficial.” 

 
FRENTE AL HECHO SEGUNDO DE LA DEMANDA: ESTE NO ES UN HECHO. Es una disposición normativa. 
 
El hecho tercero de la demanda expone lo siguiente: 
 

“3- Tercero: El día 23 de septiembre de 2020 mi poderdante LUIS CARLOS MARTINEZ ARRIETA 
identificada con cédula de ciudadanía No 72130023 expedida en Barranqulla, radicó la solicitud de 
retiro de cesantías parciales y/o definitivas, ante SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE 
BARRANQUILLA - MUNICIPIO DE BARRANQUILLA.” 

 
FRENTE AL HECHO TERCERO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ME CONSTA. deberá ser probado en 
el proceso, de conformidad con los principios de necesidad y carga de la prueba, consagrados en los 
artículos 164 y 167 de la Ley 1564 de 2012, por lo que deberá la actora demostrar si lo que afirma 
tiene sustento probatorio. En caso de no probar lo que afirma, entonces su afirmación no puede ser 
valorada por la autoridad judicial. 
 

El hecho cuarto de la demanda expone lo siguiente: 
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“4- Cuarto: la SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA - MUNICIPIO DE 
BARRANQUILLA reconoció las cesantías mediante resolución 4194 del 4194 del 25 de septiembre del 
2020.” 

 
FRENTE AL HECHO CUARTO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ME CONSTA. deberá ser probado en 
el proceso, de conformidad con los principios de necesidad y carga de la prueba, consagrados en los 
artículos 164 y 167 de la Ley 1564 de 2012, por lo que deberá la actora demostrar si lo que afirma 
tiene sustento probatorio. En caso de no probar lo que afirma, entonces su afirmación no puede ser 
valorada por la autoridad judicial. 
 
El hecho quinto de la demanda indica lo siguiente: 
 

“5- Quinto: Posteriormente el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
(FOMAG), y su administradora LA FIDUPREVISORA S.A, puso a disposición el pago de los dineros 
derivados de las cesantías reconocidas mediante resolución 4194 del 4194 del 25 de septiembre del 
2020, el día 9 de enero de 2021, como se puede observar en el desprendible de pago que me permito 
anexar.” 

 
FRENTE AL HECHO QUINTO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ME CONSTA. Deberá ser probado en 
el proceso, de conformidad con los principios de necesidad y carga de la prueba, consagrados en los 
artículos 164 y 167 de la Ley 1564 de 2012, por lo que deberá la actora demostrar si lo que afirma 
tiene sustento probatorio. En caso de no probar lo que afirma, entonces su afirmación no puede ser 
valorada por la autoridad judicial. Asimismo, la parte actora expone interpretaciones normativas 
subjetivas que no configuran hechos o situaciones fácticas.  
 
El hecho sexto de la demanda indica lo siguiente: 
 

“6- Sexto: La Ley 244 de 1995 modificada y adicionada por la ley 1071 de 2006 y concordantes reza 
que la entidad pública debe expedir el acto administrativo dentro de los 15 días hábiles a partir de la 
fecha de reclamación y/o radicación de la solicitud del reconocimiento y pago de la cesantías definitiva 
y luego de ejecutoriada la respectiva resolución, debe ser cancelada dentro de los 45 días siguientes a 
la ejecutoria de la misma, imponiendo como sanción moratoria por el incumplimiento de tales 
términos, “UN DIA DE SALARIO POR CADA DIA DE RETARDO”.” 

 
FRENTE AL HECHO SEXTO DE LA DEMANDA: ESTE NO ES UN HECHO. Es una remisión normativa no 
aplicable al caso concreto por pertenecer la actora a un régimen especial, como lo es el de los 
docentes adscritos al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
El hecho séptimo de la demanda expone lo siguiente: 
 

“7- Séptimo: El día 30 de diciembre de 2020 concurrió del vencimiento de los 70 días conforme a la 
norma contenida en la ley 244 de 1995 modificada por la ley 1071 del año 2006 es decir, del día 
siguiente al dia 70 antes mencionado y hasta la fecha en que estuvo a disposición el dinero que 
constituye la sumatoria de la Sanción Moratoria que debera liquidar y pagar las DEMANDADAS a mi 
poderdante.” 

 

FRENTE AL HECHO SÉPTIMO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ES CIERTO. Asimismo, el término para 
que proceda la mora en el pago comienza a contar sola y únicamente después de los 45 días hábiles 
siguientes a la fecha en que el DISTRITO DE BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del 
acto administrativo ejecutoriado que reconoció las cesantías. 
 
El mencionado conteo de términos que hace el demandante es rotundamente falso y, para ello, se 
hace necesario volver a citar la Sentencia SU 041 de 2020, con Magistrado ponente Luis Guillermo 
Guerrero Pérez, de la Corte Constitucional, en la que unificó su jurisprudencia sobre el tema y de 
forma actualizada, conforme a lo dispuesto en la Ley 1955 de 2019: 
 

“Con la expedición del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, el trámite descrito anteriormente cambió, 
puntualmente en la corrección de la doble revisión -de ida y vuelta- de la resolución de reconocimiento 
del auxilio de cesantías por parte de la FIDUPREVISORA S.A. Actualmente, al igual que en el 
procedimiento anterior, el interesado debe radicar su petición ante la Secretaría de Educación 
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certificada, la cual deberá -en un término no mayor a 15 días hábiles- estudiarla, resolver si se 
reconoce o no la prestación y expedir el acto administrativo definitivo, sin solicitar revisión o 
autorización de la fiduciaria. Luego de surtida la notificación y la ejecutoria de la resolución, la 
Secretaría de Educación deberá subir al sistema y remitir a la FIDUPREVISORA S.A. el acto 
administrativo de reconocimiento de la prestación. El procedimiento culmina con el pago de la suma 
reconocida por parte de la fiduciaria, señalando que el término para ello no podrá sobrepasar los 45 
días hábiles siguientes a la notificación del acto y a su ejecutoria.” (negrillas y subrayas nuestras) 

 
En consecuencia, el término para el pago de las cesantías es de días hábiles y no calendario, tal como 
lo expone la misma norma que la accionante cita en su demanda. Asimismo, a esos días hábiles 
mencionados no deben incluirse los términos en los que se efectúan las notificaciones.  
 
En ese sentido, una vez radicada la solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías, la entidad 
territorial tiene 15 días para expedir el acto administrativo donde las reconoce o no, término que se 
cumplió y que el mismo demandante reconoce. Posteriormente, el DISTRITO DE BARRANQUILLA debe 
notificar a los interesados de la decisión y, una vez esta quede ejecutoriada, es que le envía a la 
FIDUPREVISORA S.A. el acto administrativo para que sea esa entidad, dentro de los 45 días hábiles 
siguientes a la notificación, quien cancele las cesantías. 
 
Aunado a esto, se hace necesario retomar lo expuesto en la Ley 1071 de 2006, por medio de la cual 
se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen 
sanciones y se fijan términos para su cancelación, y que establece lo siguiente en sus artículos 4 y 5: 
 

“ARTÍCULO 4o. TÉRMINOS. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la 
solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad 
empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir 
la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta deberá informársele 
al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole 
expresamente los documentos y/o requisitos pendientes. 
 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser resuelta en los 
términos señalados en el inciso primero de este artículo. 
 
ARTÍCULO 5o. MORA EN EL PAGO. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta 
y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la 
liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 
social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores 
públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día 
de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo 
bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la 
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo 
por culpa imputable a este.” (negrillas y subrayas nuestras). 

 
De la anterior cita normativa se puede concluir que la entidad territorial debe expedir el acto 
administrativo dentro del término de 15 días siguientes a la radicación de la solicitud del 
reconocimiento y pago de cesantías. Como está probado en el expediente, en este caso se cumple 
con dicha actuación porque la solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías que hizo la docente 
fue resuelta por el DISTRITO DE BARRANQUILLA dentro del término legal. 
 
Por otro lado, el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006 establece que la mora en el pago se da cuando la 
entidad pagadora, esta es, la FIDUPREVISORA S.A. no le cancela las cesantías reconocidas al docente 
dentro de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que se le notificó el acto administrativo 
ejecutoriado. Por lo tanto, es claro que el término para que proceda la mora en el pago comienza a 
contar sola y únicamente después de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado que 
reconoció las cesantías. 
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 Lo anterior significa que la sanción moratoria opera sobre la mora en el pago, no sobre la mora en el 
reconocimiento de las cesantías. 
 
El hecho octavo del libelo indica lo siguiente: 
 

“8- Octavo: Mi poderdante conforme a las documentales obrantes en el expediente y plasmado en la 
misma Resolución, devengo un promedio salarial de $ 4244314 es decir, que el valor salarial por día 
es de $ 141477, con base en la cual se deberá liquidar la sanción moratoria multiplicando tal valor por 
los días de retardo es decir 9 días de mora. ( $ 1273293 valor total de la mora).” 

 

FRENTE AL HECHO OCTAVO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ES CIERTO. Como se manifestó en la 
contestación del hecho séptimo de la demanda, no existió mora, al menos en lo que respecta al 
DISTRITO DE BARRANQUILLA. 
 
El hecho noveno de la demanda manifiesta lo siguiente: 
 

“9- Noveno: Con fecha 22 de julio de 2022, se solicitó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por el pago tardío de la cesantías pero las entidades convocadas NO CONTESTARON la solicitud, 
situación que conllevo al silencio administrativo negativo, por lo cual de conformidad al procedimiento 
administrativo se solicita a la procuraduría la fijación de audiencia de conciliación prejudicial con el 
objeto de llegar a acuerdos sobre las pretensiones de esta demanda, situación que no fue posible, y 
por ello se adelanta la presente DEMANDA DE NULIDAD Y RESTRABLECIMIENTO DEL DERECHO.” 
 

FRENTE AL HECHO NOVENO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ME CONSTA. Deberá ser probado en 
el proceso, de conformidad con los principios de necesidad y carga de la prueba, consagrados en los 
artículos 164 y 167 de la Ley 1564 de 2012, por lo que deberá la actora demostrar si lo que afirma 
tiene sustento probatorio. En caso de no probar lo que afirma, entonces su afirmación no puede ser 
valorada por la autoridad judicial. Asimismo, la parte actora expone interpretaciones normativas 
subjetivas que no configuran hechos o situaciones fácticas.  
 
El hecho décimo de la demanda indica lo siguiente: 
 

“10- Decimo: Con fecha 1/19/2023, se realizó audiencia de conciliación en la procuraduría 173 Judicial 
I para los asuntos administrativos de BOGOTA, en la cual no se llego a ningún acuerdo conciliatorio 
con las entidades demandas.” 

 

FRENTE AL HECHO DÉCIMO DE LA DEMANDA: ESTE HECHO NO ME CONSTA. Deberá ser probado en 
el proceso, de conformidad con los principios de necesidad y carga de la prueba, consagrados en los 
artículos 164 y 167 de la Ley 1564 de 2012, por lo que deberá la actora demostrar si lo que afirma 
tiene sustento probatorio. En caso de no probar lo que afirma, entonces su afirmación no puede ser 
valorada por la autoridad judicial. Asimismo, la parte actora expone interpretaciones normativas 
subjetivas que no configuran hechos o situaciones fácticas.  
 

4. FUNDAMENTACION FACTICA Y JURIDICA: 
 

La fundamentación fáctica y jurídica de la defensa estará centrada en lo desarrollado en las 
excepciones y el pronunciamiento sobre los hechos, en donde se probará que la pretensión del actor 
no tiene bases jurídicas ni de hecho para prosperar.     
 

Para probar lo anterior, desarrollaremos las excepciones de mérito de 1) Cumplimiento por parte del 
Distrito de Barranquilla de sus funciones dentro de los términos legales; 2) El conteo de términos 
para el pago de las cesantías no son como los expone el accionante; 3) La demora en el pago de las 
cesantías no es imputable al Distrito de Barranquilla, porque es la Fiduprevisora S.A. quién las paga 
tardíamente; 4) Fiduprevisora S.A. no puede excusarse en el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 
de 2019 para cancelar tardíamente las cesantías- por su actuación no puede ser condenado el Distrito 
de Barranquilla; 5) Existe falta de legitimación por pasiva e inexistencia de la obligación del Distrito 
de Barranquilla conforme a la jurisprudencia del Consejo de Estado; 6) La falta de pruebas no logró 
desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos demandados.  
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Asimismo, se presenta la excepción previa de 1) Falta de integración del litisconsorte necesario.      
 

5. PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES: 
 

La Corte Constitucional1 ha establecido en su jurisprudencia que:  
 

“Las excepciones son los instrumentos con que cuenta el demandado para atacar las pretensiones del 
demandante, es decir, sirven para controvertir el derecho alegado en el proceso o para darlo por 
terminado. Las excepciones pueden ser previas o de mérito. Las primeras están dirigidas a 
perfeccionar el proceso, mientras que las segundas van encaminadas a negar el derecho que se 
reclama”. 

 

A continuación, procederemos a plantear las excepciones como mecanismo de defensa del presente 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, y con ello demostrarle al Despacho que 
no existen méritos para que sea condenado el DISTRITO DE BARRANQUILLA o para que prosperen las 
pretensiones de la demanda.  
 

5.1. EXCEPCIONES DE MÉRITO: 
 

Me permito presentar las siguientes excepciones de fondo para demostrar que no debe el despacho 
acceder a las pretensiones de la demanda: 

 
5.1.1. CUMPLIMIENTO POR PARTE DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA DE SUS FUNCIONES 

DENTRO DE LOS TÉRMINOS LEGALES: 
 
Al revisar los hechos y pruebas del caso, es claro que el DISTRITO DE BARRANQUILLA cumplió con sus 
funciones competentes dentro de los términos legales. Para probar esto, es menester primero 
exponer cual es el fundamento normativo para que una entidad territorial sea condenada al pago de 
la sanción moratoria por el no pago de las cesantías a los docentes cuando el pago es extemporáneo, 
hecho que no sucede en este caso. 
 
La Ley 1955 de 2019 establece en su artículo 57 lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de 
que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 
territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 
reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 
administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de 
reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 
Educación de la entidad territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el 
principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las 
obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los 
servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para 
garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, 
pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía 
judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. 
 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia T-747/13. Expediente T-3.970.756. Magistrado ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.  
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PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será 
responsable únicamente del pago de las cesantías. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones por mora a cargo Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio causadas a diciembre de 2019, facúltese al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por 
una o varias sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
definirá la operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El Consejo Directivo del FOMAG 
efectuará la adición presupuestal de los recursos de los que trata el presente parágrafo. 
La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo debe presupuestarse 
para efectos de su redención.” (negrillas y subrayas nuestras) 

 
Asimismo, en Sentencia SU 041 de 2020, con Magistrado ponente Luis Guillermo Guerrero Pérez, la 
Corte Constitucional unificó su jurisprudencia sobre el tema y expuso: 
 

“Con la expedición del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, el trámite descrito anteriormente cambió, 
puntualmente en la corrección de la doble revisión -de ida y vuelta- de la resolución de reconocimiento 
del auxilio de cesantías por parte de la FIDUPREVISORA S.A. Actualmente, al igual que en el 
procedimiento anterior, el interesado debe radicar su petición ante la Secretaría de Educación 
certificada, la cual deberá -en un término no mayor a 15 días hábiles- estudiarla, resolver si se 
reconoce o no la prestación y expedir el acto administrativo definitivo, sin solicitar revisión o 
autorización de la fiduciaria. Luego de surtida la notificación y la ejecutoria de la resolución, la 
Secretaría de Educación deberá subir al sistema y remitir a la FIDUPREVISORA S.A. el acto 
administrativo de reconocimiento de la prestación. El procedimiento culmina con el pago de la suma 
reconocida por parte de la fiduciaria, señalando que el término para ello no podrá sobrepasar los 45 
días hábiles siguientes a la notificación del acto y a su ejecutoria.” (negrillas y subrayas nuestras) 

 
Conforme a esto, es claro que, de acuerdo a la nueva normatividad aplicable sobre el tema, la sanción 
moratoria solo es procedente en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como 
consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud 
de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Tal como lo detalla la citada Sentencia SU 041 de 2020 de la Corte Constitucional, el interesado debe 
radicar su petición ante la Secretaría de Educación certificada, la cual deberá -en un término no mayor 
a 15 días hábiles- estudiarla, resolver si se reconoce o no la prestación y expedir el acto administrativo 
definitivo, sin solicitar revisión o autorización de la fiduciaria. Luego de surtida la notificación y la 
ejecutoria de la resolución, la Secretaría de Educación deberá subir al sistema y remitir a la 
FIDUPREVISORA S.A. el acto administrativo de reconocimiento de la prestación. El procedimiento 
culmina con el pago de la suma reconocida por parte de la fiduciaria, señalando que el término para 
ello no podrá sobrepasar los 45 días hábiles siguientes a la notificación del acto y a su ejecutoria. 
 
En consecuencia, revisada la normativa expuesta, a continuación, detallaremos el procedimiento que 
se debe surtir por la solicitud de pago de cesantías de los docentes oficiales: 
 

1- El docente interesado debe radicar ante la Secretaría de Educación a la que está adscrito la 
solicitud de pago de cesantías. 

 
2- Luego, la Secretaría de Educación debe, dentro del término de 15 días hábiles, resolver si 

reconoce o no la prestación. 
 

3- Dentro de ese término de 15 días hábiles se debe expedir el acto administrativo que reconoce 
o no el pago de cesantías. 

 
4- Dicho acto administrativo debe ser notificado a los interesados, quienes tendrán 10 días para 

instaurar los recursos legales.  
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5- Una vez quede ejecutoriado el acto administrativo que reconoció las cesantías, la entidad 
territorial debe notificarlo y remitirlo a la FIDUPREVISORA S.A. 

 
6- A partir de ese momento, la FIDUPREVISORA S.A. cuenta con el término de 45 días hábiles 

siguientes a la notificación para pagar las cesantías al docente. 
 
Adicionalmente, se hace necesario exponer quien debe cumplir cada paso del procedimiento: 
 

1- El docente interesado debe radicar ante la Secretaría de Educación a la que está adscrito la 
solicitud de pago de cesantías: este paso lo debe realizar el docente oficial, en este caso, el 
docente accionante.  

 
2- La Secretaría de Educación debe, dentro del término de 15 días hábiles, resolver si reconoce 

o no la prestación: este paso lo debe realizar la Secretaría de Educación de la entidad a la 
cual se encuentra adscrita el docente, en este caso, del DISTRITO DE BARRANQUILLA. 

 
3- Dentro de ese término de 15 días hábiles se debe expedir el actor administrativo que 

reconoce o no el pago de cesantías: este paso lo debe realizar la Secretaría de Educación de 
la entidad a la cual se encuentra adscrita el docente, en este caso, del DISTRITO DE 
BARRANQUILLA. 

 
4- Dicho acto administrativo debe ser notificado a los interesados, quienes tendrán 10 días para 

instaurar los recursos legales: la notificación del acto administrativo debe realizarla el 
DISTRITO DE BARRANQUILLA y los recursos contra dicho acto lo debe realizar el educador 
accionante, en caso de que lo haya considerado. 

 
5- Se debe realizar la notificación y remitir a la FIDUPREVISORA S.A. el acto administrativo de 

reconocimiento de la prestación, una vez este se encuentre ejecutoriado: este paso lo debe 
realizar la Secretaría de Educación de la entidad a la cual se encuentra adscrita el docente, 
en este caso, del DISTRITO DE BARRANQUILLA. 

 
6- A partir de ese momento, la FIDUPREVISORA SA. cuenta con el término de 45 días hábiles 

siguientes a la notificación para pagar las cesantías al docente: este paso lo debe realizar la 
FIDUPREVISORA S.A., por ser la encargada del pago de las cesantías de los docentes oficiales. 

 
Lo anterior quiere decir que, si bien el DISTRITO DE BARRANQUILLA, a través de su Secretaría de 
Educación, es quien reconoce el pago de las cesantías de los docentes oficiales, la tarea de cancelarle 
al docente dichas cesantías, dentro del término de 45 días hábiles, recae única y exclusivamente en 
la FIDUPREVISORA SA., por ser esta la competente para ello, una vez la entidad territorial le notifique 
del acto administrativo de reconocimiento de las cesantías. 
 
Por lo tanto, no se le puede imputar al DISTRITO DE BARRANQUILLA una demora en el pago de las 
cesantías, cuando dicha demora consiste en el pago tardío que la FIDUPREVISORA S.A. hace de estas, 
toda vez que, en el presente caso, el DISTRITO DE BARRANQUILLA expidió el acto administrativo 
dentro de los 15 días y, luego lo notificó a la FIDUPREVISORA S.A., quien fue la que tardó para 
cancelarle al demandado el pago de las cesantías.  
 
Tal como lo reconoce el apoderado de la parte actora en su demanda, el DISTRITO DE BARRANQUILLA 
cumplió sus funciones dentro de los términos de ley y fue la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FOMAG – FIDUPREVISORA quien se demoró en pagar las cesantías al docente 
accionante. Al respecto, en la demanda se indica: 
 

“3- Tercero: El día 23 de septiembre de 2020 mi poderdante LUIS CARLOS MARTINEZ ARRIETA 
identificada con cédula de ciudadanía No 72130023 expedida en Barranqulla, radicó la solicitud de 
retiro de cesantías parciales y/o definitivas, ante SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE 
BARRANQUILLA - MUNICIPIO DE BARRANQUILLA.  
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4- Cuarto: la SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPAL DE BARRANQUILLA - MUNICIPIO DE 
BARRANQUILLA reconoció las cesantías mediante resolución 4194 del 4194 del 25 de septiembre del 
2020.” 

 
Nótese que la misma parte demandante reconoce que la solicitud de retiro de cesantías parciales y/o 
definitivas la radicó ante la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL DE BARRANQUILLA el 23 de 
septiembre de 2020, siendo reconocidas las cesantías a través de Resolución 4194 del 25 de 
septiembre de 2020, esto es, dentro del término legal de quince (15) días que mi mandante tenía 
para ello, demostrándose así que actuó en los términos de ley, por lo que no procede la sanción 
moratoria a cargo del DISTRITO DE BARRANQUILLA. 
 
En efecto, el demandante es claro al advertir que el DISTRITO DE BARRANQUILLA cumplió sus 
funciones dentro de los términos de ley, por lo que fue la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FOMAG – FIDUPREVISORA quien se demoró en pagar las cesantías al docente 
accionante, por lo que cualquier condena solo puede ser dirigida en contra de esta última.  
 
Es importante aclarar que, una vez ejecutoriado el acto administrativo que reconoció las cesantías, 
este se le notificó a la FIDUPREVISORA S.A., quien, una vez se le notificó le empezaron los términos 
para pagar las cesantías al accionante. Conforme a lo expuesto, es claro que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud de 
reconocimiento y pago de cesantías de la docente oficial, profirió la Resolución, la cual le fue 
notificada al accionante para que interpusiera los recursos legales pertinentes. Una vez ejecutoriado 
este acto administrativo que reconoció las cesantías, el DISTRITO DE BARRANQUILLA se lo notificó, 
dentro de un término expedito de tiempo, a la FIDUPREVISORA S.A. 
 
En consecuencia, la demora en el pago de las cesantías no puede imputársele al DISTRITO DE 
BARRANQUILLA, porque este cumplió con lo establecido en la normatividad, dentro de los términos 
legales previstos, razón por la que resulta improcedente que se le aplique a esta entidad territorial la 
sanción establecida en el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019. Por el contrario, tal como 
se desglosa de las pruebas obrantes en el expediente, la actuación del DISTRITO DE BARRANQUILLA 
fue rápida ya que reconoció las cesantías inmediatamente a la actora.  
 
Asimismo, debe entender el despacho que el DISTRITO DE BARRANQUILLA no puede notificarle a la 
FIDUPREVISORA S.A. el acto administrativo que reconoció las cesantías el mismo día en que se 
expidió, para que esta pague las cesantías reconocidas, porque, de hacer esto, el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA no estaría actuando conforme al procedimiento establecido legalmente para ello. Tal 
como se detalló, una vez proferida la resolución que reconoció las cesantías, esta debe notificársele 
a los interesados, quienes tendrán 10 días para interponer recursos. Por lo tanto, solo después que 
quedó ejecutoriada la resolución de reconocimiento de las cesantías es que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA se la notificó a la FIDUPREVISORA S.A. para que esta, dentro del término de 45 días 
hábiles siguientes cancelara las cesantías reconocidas a la accionante.   
 
En consecuencia, cualquier demora en el pago de las cesantías al docente con posterioridad a la 
notificación que le hizo el DISTRITO DE BARRANQUILLA a la FIDUPREVISORA S.A. es solo imputable a 
esta, porque ya el DISTRITO DE BARRANQUILLA había realizado todas sus funciones competentes 
dentro de los términos que la ley le otorga. A esto se le debe sumar que el conteo que hace el 
accionante de los días no es acorde a derecho, porque no son días calendario, sino hábiles, y dentro 
de esos días no se cuentan aquellos en los que se hace efectiva la notificación.  
 
Por lo tanto, conforme a la argumentación desarrollada en esta excepción de fondo, es claro que el 
DISTRITO DE BARRANQUILLA realizó sus funciones competentes dentro de los términos legales que 
la normatividad le ordena. Por esta razón, las pretensiones de la demanda no pueden prosperar, al 
menos en lo que respecta a mi mandante. 
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5.1.2. EL CONTEO DE TÉRMINOS PARA EL PAGO DE LAS CESANTÍAS NO SON COMO LOS 
EXPONE EL ACCIONANTE: 

 
La presente excepción de mérito se presenta con la finalidad de probarle al despacho que el conteo 
de términos que expone el accionante en la demanda no es acorde a la normatividad, debido a que 
se deben contar días hábiles y no calendario. Asimismo, el término para que proceda la mora en el 
pago comienza a contar sola y únicamente después de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que 
el DISTRITO DE BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo 
ejecutoriado que reconoció las cesantías. 
 
El mencionado conteo de términos que hace el demandante es rotundamente falso y, para ello, se 
hace necesario volver a citar la Sentencia SU 041 de 2020, con Magistrado ponente Luis Guillermo 
Guerrero Pérez, de la Corte Constitucional, en la que unificó su jurisprudencia sobre el tema y de 
forma actualizada, conforme a lo dispuesto en la Ley 1955 de 2019: 
 

“Con la expedición del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, el trámite descrito anteriormente cambió, 
puntualmente en la corrección de la doble revisión -de ida y vuelta- de la resolución de reconocimiento 
del auxilio de cesantías por parte de la FIDUPREVISORA S.A. Actualmente, al igual que en el 
procedimiento anterior, el interesado debe radicar su petición ante la Secretaría de Educación 
certificada, la cual deberá -en un término no mayor a 15 días hábiles- estudiarla, resolver si se 
reconoce o no la prestación y expedir el acto administrativo definitivo, sin solicitar revisión o 
autorización de la fiduciaria. Luego de surtida la notificación y la ejecutoria de la resolución, la 
Secretaría de Educación deberá subir al sistema y remitir a la FIDUPREVISORA S.A. el acto 
administrativo de reconocimiento de la prestación. El procedimiento culmina con el pago de la suma 
reconocida por parte de la fiduciaria, señalando que el término para ello no podrá sobrepasar los 45 
días hábiles siguientes a la notificación del acto y a su ejecutoria.” (negrillas y subrayas nuestras) 

 
En consecuencia, el término para el pago de las cesantías es de días hábiles y no calendario, tal como 
lo expone la misma norma que la accionante cita en su demanda. Asimismo, a esos días hábiles 
mencionados no deben incluirse los términos en los que se efectúan las notificaciones.  
 
En ese sentido, una vez radicada la solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías, la entidad 
territorial tiene 15 días para expedir el acto administrativo donde las reconoce o no, término que se 
cumplió y que el mismo demandante reconoce. Posteriormente, el DISTRITO DE BARRANQUILLA debe 
notificar a los interesados de la decisión y, una vez esta quede ejecutoriada, es que le envía a la 
FIDUPREVISORA S.A. el acto administrativo para que sea esa entidad, dentro de los 45 días hábiles 
siguientes a la notificación, quien cancele las cesantías. 
 
Aunado a esto, se hace necesario retomar lo expuesto en la Ley 1071 de 2006, por medio de la cual 
se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen 
sanciones y se fijan términos para su cancelación, y que establece lo siguiente en sus artículos 4 y 5: 
 

“ARTÍCULO 4o. TÉRMINOS. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la 
solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad 
empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir 
la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta deberá informársele 
al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole 
expresamente los documentos y/o requisitos pendientes. 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser resuelta en los 
términos señalados en el inciso primero de este artículo. 
 
ARTÍCULO 5o. MORA EN EL PAGO. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta 
y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la 
liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 
social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores 
públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día 
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de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo 
bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la 
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo 
por culpa imputable a este.” (negrillas y subrayas nuestras). 

 
De la anterior cita normativa se puede concluir que la entidad territorial debe expedir el acto 
administrativo dentro del término de 15 días siguientes a la radicación de la solicitud del 
reconocimiento y pago de cesantías. Como está probado en el expediente, en este caso se cumple 
con dicha actuación porque la solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías que hizo la docente 
fue resuelta por el DISTRITO DE BARRANQUILLA dentro del término legal. 
 
Por otro lado, el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006 establece que la mora en el pago se da cuando la 
entidad pagadora, esta es, la FIDUPREVISORA S.A. no le cancela las cesantías reconocidas al docente 
dentro de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que se le notificó el acto administrativo 
ejecutoriado. Por lo tanto, es claro que el término para que proceda la mora en el pago comienza a 
contar sola y únicamente después de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado que 
reconoció las cesantías. 
  
Lo anterior significa que la sanción moratoria opera sobre la mora en el pago, no sobre la mora en el 
reconocimiento de las cesantías. En todo caso, como se demostró, el DISTRITO DE BARRANQUILLA 
realizó el reconocimiento de las cesantías y posterior notificación a la FIDUPREVISORA S.A. en los 
términos legales, siendo esta última la que realizó el pago tardío al demandante. 
 
En ese sentido, la sanción por mora solo procede desde el día hábil 46 siguiente a la notificación por 
parte del DISTRITO DE BARRANQUILLA a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado 
que reconoció el pago de las cesantías del docente. Por esta razón, la sanción moratoria que pretende 
el actor se encuentra indebidamente calculada, lo que conlleva a que la cuantía del proceso se 
encuentre estimada indebidamente. 
 
Teniendo en cuenta que el término para calcular la sanción moratoria inicia desde el día hábil 46 
siguiente a la notificación del acto administrativo ejecutoriado por parte del DISTRITO DE 
BARRANQUILLA a la FIDUPREVISORA S.A. y termina el día en que efectivamente esta última le paga 
al docente las cesantías reconocidas, entonces la sanción moratoria solicitada por el accionante es 
mucho menor a la que estimó, en el hipotético caso de que esta sea reconocida.  
 
Asimismo, en caso de probarse que procede la mencionada sanción moratoria, esta no puede ser 
imputada al DISTRITO DE BARRANQUILLA, porque, como se expuso, esta entidad cumplió con todas 
sus funciones dentro de los términos legales, y es la FIDUPREVISORA S.A. quien debe realizar el pago 
de las cesantías dentro de los 45 días hábiles siguientes a la notificación que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le hizo del acto administrativo ejecutoriado que reconoció el pago de las cesantías 
de la docente.  
 
Conforme a lo expuesto anteriormente, podemos afirmar que el término para el pago de las cesantías 
es de días hábiles y no calendario, tal como lo indica la normatividad aplicable. Además, el artículo 5 
de la Ley 1071 de 2006 establece que la mora en el pago se da cuando la entidad pagadora, es decir, 
la FIDUPREVISORA S.A. no le cancela las cesantías reconocidas al docente dentro de los 45 días hábiles 
siguientes a la fecha en que se le notificó el acto administrativo ejecutoriado.  
 
Por lo anterior, es claro que el término para que proceda la mora en el pago comienza a contar 
únicamente después de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado que 
reconoció las cesantías. En consecuencia, el conteo de términos que realizó el accionante para fijar 
la cuantía de la sanción moratoria y del proceso es errado, toda vez que está contando los términos 
desde mucho antes al día 46 hábil siguiente a que el DISTRITO DE BARRANQUILLA le notificó a la 
FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado. Aunado a esto, en todo caso, se resalta 
que la mora en el pago no es imputable al DISTRITO DE BARRANQUILLA porque es la FIDUPREVISORA 
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S.A. quien debe pagar las cesantías dentro de los 45 días hábiles en que el acto administrativo se 
notificó. Conforme a lo expuesto, la presente excepción está llamada a prosperar.  
 

5.1.3. LA DEMORA EN EL PAGO DE LAS CESANTÍAS NO ES IMPUTABLE AL DISTRITO DE 
BARRANQUILLA, PORQUE ES LA FIDUPREVISORA S.A. QUIÉN LAS PAGA TARDÍAMENTE: 

 
Primeramente, es necesario decir que el accionante tiene la carga de la prueba de demostrar si opera 
o no en este caso la procedencia de la sanción moratoria y a quién le es imputable esta. En el presente 
caso, como hemos explicado en la presente contestación de demanda, fue la FIDUPREVISORA S.A. 
quien debe pagar las cesantías, dentro de los 45 días hábiles siguientes a la notificación que el 
DISTRITO DE BARRANQUILLA le hizo del acto administrativo ejecutoriado que reconoció las cesantías.  
 
Por lo tanto, la mora en que incurrió la FIDUPREVISORA S.A. al pagar tardíamente las cesantías al 
accionante no le es imputable al DISTRITO DE BARRANQUILLA, porque este actuó conforme a sus 
funciones dentro de los términos previstos por la ley, y es la FIDUPREVISORA S.A. quien tenía el deber 
de pagar las cesantías dentro de los 45 días hábiles siguientes a la notificación que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le hizo del acto administrativo ejecutoriado. 
 
Asimismo, tal como lo expone el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006, la mora en el pago de las cesantías 
se da cuando FIDUPREVISORA S.A. no le cancela las cesantías reconocidas al docente dentro de los 
45 días hábiles siguientes a la fecha en que se le notificó el acto administrativo ejecutoriado. Por esto, 
las actuaciones que le competen única y exclusivamente a la FIDUPREVISORA S.A. no pueden ser en 
el presente caso imputables al DISTRITO DE BARRANQUILLA, porque era la FIDUPREVISORA S.A. quien 
tenía el plazo de 45 días hábiles para pagar las cesantías reconocidas.  
 
Es decir, no se le puede imputar al DISTRITO DE BARRANQUILLA una mora que no fue producto de su 
actuar, sino del de otra entidad; además, no se le puede culpar de la mora al DISTRITO DE 
BARRANQUILLA cuando este no es el que hace el pago de las cesantías, sino que su función es la de 
reconocerlas, esperar que el acto administrativo quede ejecutoriado, y posteriormente notificárselo 
a la FIDUPREVISORA S.A. para que sea esta quien las pague.  
 
Asimismo, el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 establece que la sanción moratoria la debe cancelar 
la entidad territorial solo cuando la demora en el pago de las cesantías sea imputable a esta. Pero, en 
el presente caso, la actuación del DISTRITO DE BARRANQUILLA siempre fue dentro de los términos 
legales y su función era únicamente la de reconocer las cesantías, pero no de pagarlas, siendo esta 
última función de la FIDUPREVISORA S.A. Por lo tanto, la sanción moratoria, en caso de que proceda, 
solo puede imputársele a quien se demuestre que pagó tarde las cesantías, es decir, en este caso a 
la FIDUPREVISORA S.A. 
 
Tal como se ha probado anteriormente, el DISTRITO DE BARRANQUILLA cumplió sus funciones dentro 
de los términos legales y su función nunca ha sido la de pagar las cesantías, sino solo de reconocerlas, 
ya que quién las paga es la FIDUPREVISORA S.A. 
 
En el presente caso, es claro que el DISTRITO DE BARRANQUILLA, dentro de los 15 días hábiles 
siguientes a la radicación de la solicitud de reconocimiento y pago de cesantías de la demandante, 
profirió la resolución que reconoció las cesantías a la demandante, la cual le fue notificada a este para 
que interpusiera los recursos legales pertinentes. Posteriormente, una vez ejecutoriado este acto 
administrativo que reconoció las cesantías, el DISTRITO DE BARRANQUILLA se lo notificó, dentro de 
un término expedito de tiempo.   
 
En consecuencia, es claro que no se le puede imputar al DISTRITO DE BARRANQUILLA las actuaciones 
de una persona jurídica distinta como lo es la FIDUPREVISORA S.A., teniendo en cuenta que el 
DISTRITO DE BARRANQUILLA cumplió a cabalidad sus funciones competentes y lo único que tenía 
que hacer la FIDUPREVISORA S.A. era cancelar las cesantías dentro de los 45 días siguientes a que se 
le notificara el acto administrativo ejecutoriado que las reconoció.  
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Conforme a esto, es claro que al DISTRITO DE BARRANQUILLA no se le puede endilgar una mora que 
no es atribuible a este, precisamente, porque no es función suya la de pagar las cesantías de los 
docentes oficiales, y que únicamente dicha mora es atribuible a la FIDUPREVISORA S.A. porque era 
esta la que tenía 45 días hábiles para pagarlas una vez se le notificara el acto administrativo 
ejecutoriado.  
 
Teniendo en cuenta esto, no se puede aplicarle al DISTRITO DE BARRANQUILLA lo expuesto en el 
parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, porque esta entidad territorial cumplió a cabalidad 
sus funciones competentes dentro de los términos legales y no hay mora imputable a esta. Asimismo, 
no puede ser declarado el DISTRITO DE BARRANQUILLA como responsable de la negligencia de la 
FIDUPREVISORA S.A. en el pago tardío de las cesantías del docente, toda vez que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA solo puede hacerse responsable de sus propias actuaciones, pero no de las 
cometidas por otras entidades o personas jurídicas.   
 
El artículo 5 de la Ley 1071 de 2006 establece que la mora en el pago se da cuando la entidad 
pagadora, esta es, la FIDUPREVISORA S.A. no le cancela las cesantías reconocidas al docente dentro 
de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que se le notificó el acto administrativo ejecutoriado. 
Por lo tanto, es claro que el término para que proceda la mora en el pago comienza a contar sola y 
únicamente después de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA le notificó a la FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado que 
reconoció las cesantías.  
 
En este caso, vale la pena aclarar que el acto administrativo que reconoció el pago de las cesantías 
fue expedido dentro de los 15 días legales. Por otro lado, no es culpa del DISTRITO DE BARRANQUILLA 
si la FIDUPREVISORA S.A. pagó o no tardíamente las cesantías a la docente. El ente territorial al que 
represento cumplió su deber de expedir el acto administrativo que reconoció las cesantías en el 
término legal previsto y lo notificó a la FIDUPREVISORA S.A.   
 
De hecho, una vez ejecutoriado el acto administrativo que reconoció las cesantías, esta se le notificó 
a la FIDUPREVISORA S.A., quien, una vez se le notificó le empezaron los términos para pagar las 
cesantías a la accionante. En consecuencia, no puede ser imputada la mora en el pago a un ente que 
no es el encargado de pagar, toda vez que no puede imputársele la mora en el pago en que pudo 
incurrir la FIDUPREVISORA S.A. al DISTRITO DE BARRANQUILLA, debido a que el término para pagar 
las cesantías comenzó a correr desde el momento en que mi mandante le notificó a la 
FIDUPREVISORA S.A. del acto administrativo ejecutoriado que reconoció las cesantías. Ahora bien, no 
es culpa del DISTRITO DE BARRANQUILLA que otra entidad ajena y que tenía la función de pagar, 
dentro del término legal, una vez se le notificara dicho acto administrativo, efectuara dicho pago de 
forma tardía, como lo reconoce el mismo demandante.  
 

5.1.4. LA FIDUPREVISORA S.A. NO PUEDE EXCUSARSE EN EL PARÁGRAFO DEL ARTÍCULO 57 
DE LA LEY 1955 DE 2019 PARA CANCELAR TARDÍAMENTE LAS CESANTÍAS- POR SU 

ACTUACIÓN NO PUEDE SER CONDENADO EL DISTRITO DE BARRANQUILLA: 
 
En el presente caso, no puede la FIDUPREVISORA S.A. ni el accionante aprovecharse de la nueva 
normatividad (parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019) para vulnerar los derechos del 
DISTRITO DE BARRANQUILLA. 
 
Vulnera los derechos de esta parte pasiva porque la FIDUPREVISORA S.A. se ampara en lo dispuesto 
en el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 para endilgarle dicha responsabilidad al 
DISTRITO DE BARRANQUILLA, cuando hay un hecho claro aquí y es que la mora en el pago de las 
cesantías solo puede ser atribuible a quien debiendo pagarlas dentro de un término legal lo hizo 
después, siendo en este caso la FIDUPREVISORA S.A.  
 
La FIDUPREVISORA S.A. no puede excusarse en la nueva normatividad aplicable para pagar las 
cesantías reconocidas cuando quiera, toda vez que el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 
no deroga la normativa anterior ni la jurisprudencia vinculante sobre el tema que el Consejo de 
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Estado ha sentado y dejado clara. Además, la nueva normatividad no elimina el límite de términos 
que tiene la FIDUPREVISORA S.A. para realizar el pago de las cesantías a los docentes.   
 
Por lo tanto, es claro que, una vez notificado el acto administrativo ejecutoriado que reconoció las 
cesantías por parte del ente territorial a la FIDUPREVISORA S.A., esta tenía 45 días hábiles siguientes 
para pagarle las cesantías al docente, término legal que no ha sido derogado. Teniendo en cuenta 
esto, si la FIDUPREVISORA S.A. es quien paga tardíamente las cesantías, por este hecho el DISTRITO 
DE BARRANQUILLA no puede ser responsable, sino única y exclusivamente la FIDUPREVISORA S.A. 
 
Asimismo, aun aplicando el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, es claro que no puede 
ser condenado el DISTRITO DE BARRANQUILLA al pago de la sanción moratoria porque este realizó 
sus actuaciones dentro de los términos legales, y no puede la FIDUPREVISORA S.A. usar la nueva 
normatividad para echarle la culpa al DISTRITO DE BARRANQUILLA, cuando es la FIDUPREVISORA S.A. 
la que pagó tardíamente las cesantías. 
 
Es importante hacer énfasis en que el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 solo contempla 
eventuales condenas a las entidades territoriales cuando es imputable a estas las demoras en el 
reconocimiento de las cesantías. En ese sentido, teniendo en cuenta que las actuaciones del DISTRITO 
DE BARRANQUILLA fueron dentro del término legal, no puede la FIDUPREVISORA S.A. argumentar 
que el pago tardío es culpa del DISTRITO DE BARRANQUILLA, cuando, precisamente, esta entidad 
territorial solo reconoce las cesantías, pero quien tiene la tarea de pagarlas dentro de los 45 días 
siguientes a la notificación del acto administrativo ejecutoriado es la FIDUPREVISORA S.A.  
 
Aunado a esto, el Consejo de Estado2, en su reiterada jurisprudencia, le ha hecho innumerables 
llamados de atención a la ministra de Educación Nacional, al director del Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y al gerente de la Fiduprevisora S.A. para que adopten los correctivos 
necesarios frente a las irregularidades que se vienen presentando en el reconocimiento y pago de las 
cesantías de los docentes estatales. El alto tribunal ha manifestado que los titulares de estas 
entidades, como sujetos garantes del pago de las prestaciones sociales de los educadores, deben 
identificar las causas que originan el incumplimiento de los plazos previstos en las normas que 
regulan el reconocimiento de las cesantías de los docentes, y elaborar un plan de mejoramiento, con 
el fin de evitar las millonarias sanciones por mora: 
 

“Exhortar a la ministra de Educación Nacional, al director del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y al gerente de la Fiduprevisora S.A. como sujetos garantes del reconocimiento y pago 
de las prestaciones sociales de los docentes estatales y, de la administración de los recursos de dichas 
prestaciones, respectivamente; que adopten los correctivos necesarios frente a las irregularidades que 
se presentan en el reconocimiento y pago de las cesantías de los educadores y así evitar la sanción 
moratoria (identificar las causas que originan el incumplimiento de los plazos previstos en las normas 
que regulan las cesantías de los docentes y elaborar un plan de mejoramiento y mitigación, ajustado 
a la ley). 
 
Ello en virtud igualmente de los principios de celeridad y eficiencia que rigen la función administrativa, 
consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política y el artículo 3 de la Ley 489 de 1998. 
 
Exhortar al Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio integrado 
según el artículo 6 de la Ley 91 de 1989 por la ministra de Educación Nacional o el viceministro, el 
ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, el ministro de Trabajo y Seguridad social o su 
delegado, dos representantes del magisterio y, el gerente de la Fiduprevisora S.A.; tomar medidas 
inmediatas que erradiquen y prevengan la situación descrita en el incumplimiento del reconocimiento 
y pago de las cesantías de los docentes en todo el país, toda vez que dicho consejo directivo tiene 
como funciones «Determinar las políticas generales de administración e inversión de los recursos del 
Fondo, velando siempre por su seguridad, adecuado manejo y óptimo rendimiento.» y, «Velar por el 
cumplimiento y correcto desarrollo de los objetivos del Fondo.» (numerales 1 y 3, artículo 7 Ley 91 de 
1989).” (negrillas y subrayas nuestras).  

 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN “A” Consejero Ponente: Dr. William 

Hernández Gómez Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) Radicación: 66001-23-33-000-2013-00190-01. 
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A lo anterior, teniendo en cuenta la jurisprudencia del Consejo de Estado, en la que incalculables 
veces se ha condenado al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FOMAG-FIDUPREVISORA S.A., por 
el pago tardío de las cesantías reconocidas a los docentes, se suma el hecho de que ahora la 
FIDUPREVISORA S.A. pretende excusarse en el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 para 
seguir pagando tarde las cesantías a los docentes y seguir realizando su trabajo de forma poco rápida 
y eficiente, para luego culpar de eso a las entidades territoriales. 
 
Este actuar de la FIDUPREVISORA S.A., que también vemos reflejado en el caso específico, debe ser 
recriminado por el despacho, bajo el entendido de que la FIDUPREVISORA S.A. debe realizar los pagos 
de las cesantías a los docentes en los términos que la ley le otorga. Además, toda condena derivada 
de este caso solo puede ir en contra de la FIDUPREVISORA S.A., y se debe eximir al DISTRITO DE 
BARRANQUILLA de toda condena porque este actuó siempre dentro de los términos que otorga la 
ley. 
 

5.1.5. EXISTE FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA E INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEL 
DISTRITO DE BARRANQUILLA CONFORME A LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO: 
 
El DISTRITO DE BARRANQUILLA no tiene el deber legal de pagar la sanción moratoria solicitada, 
teniendo en cuenta que la Ley 91 de 1989, Ley 962 de 2005, y el Decreto No. 2831 de 2005 le otorgan 
plenas competencias al FOMAG para el pago de las prestaciones sociales de los docentes afiliados al 
fondo y será este en caso que llegase a prosperar las pretensiones de la demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho presentada por la parte actora, en el entendido que no es el DISTRITO 
DE BARRANQUILLA, el ente encargado de pagarle las cesantías, sino el FOMAG, por lo que es clara la 
inexistencia de la obligación por parte del DISTRITO DE BARRANQUILLA en caso que se impusiese la 
misma. 
 
Tal y como vimos en los argumentos planteados en esta contestación, el DISTRITO DE BARRANQUILLA 
es una entidad completamente independiente al ente responsable de la aprobación y pago de las 
prestaciones sociales que deben ser reconocidas a favor de los docentes afiliados al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG), tal como acontece en este caso con relación a las 
pretensiones de la parte actora. De allí que, deba entenderse que mi representada no tiene legal ni 
contractualmente responsabilidad solidaria o subsidiaria con dicho fondo, y menos, con la entidad 
fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de dicho fondo (FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A.). 
 
Lo anterior, lo podemos ver materializado en lo que ha manifestado en sus más recientes 
pronunciamientos el Honorable el Consejo de Estado en la Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Segunda Subsección A, en Sentencia del 26 de agosto de 2019, Magistrado Ponente: William 
Hernández Gómez, en un proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho3, preciso claramente: 
 

”De la vinculación de la entidad territorial que expidió el acto administrativo acusado: al respecto se 
señala que, es la Nación -Ministerio de Educación Nacional-Fondeo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio en quien recae la competencia para pronunciarse frente al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria aquí reclamada por la accionante, aun cuando el acusado esté suscrito por la 
Secretaría de Educación del Municipio de Bucaramanga, pues éste interviene en el ejercicio de las 
funciones conferidas por la Ley 91 de 1989 y 962 de 2005, es decir, a nombre del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y no por cuenta propia, por lo que tampoco hay lugar a vincularla 
ni como parte ni como tercero en el asunto (…)” 
 
La subsección sostendrá que en el asunto objeto de estudio, es la Nación Ministerio de Educación 
Nacional, con cargo a los recursos del citado fondo, la entidad obligada al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria por el desembolso tardío de las cesantías. Al respecto:  
 
En conclusión, en el sub examine, será el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio quien 
debe responder por el reconocimiento de la sanción moratoria causada a favor del aquí demandante 

 
3 Referencia: Nulidad y Restablecimiento de Derecho. Radicado: 68001-23-33-000-2016-0040069-01 (1728-2018). Demandante: Aurora 
del Carmen Rojas Álvarez. Demandado: Nación, Ministerio de Educación, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
(FNPSM). Tema: Sanción Moratoria. Docente. 
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porque las normas vigentes y aplicables al asunto consagran la responsabilidad a cargo de dicho 
fondo” (Subrayado y Negrita fuera de texto). 

 
Por lo anterior, es claro que el ente territorial no se encuentra legitimado por pasiva para conocer de 
la presente demanda, pues no podría proferirse un fallo de fondo ni endilgarse responsabilidad 
alguna en contra de la misma cuando en el evento de que se llegare a conceder las pretensiones de 
la demandante, es claro que el DISTRITO DE BARRANQUILLA no reconoce, rechaza o decide, si se 
otorga o no el reconocimiento de la prestación social deprecada por la actora, en este caso, el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria de que trata la Ley 1071 de 2006. 
 
Por tanto, teniendo claro que no puede pretenderse condenar al ente territorial por hechos ajenos a 
su voluntad, máxime cuando las actuaciones que realizó fueron ajustadas a la ley y la normatividad 
con la finalidad de cumplir con las funciones que en razón de la Ley 91 de 1989, Ley 962 de 2005, 
Decreto 2831 de 2005, Ley 1071 de 2006 y el Decreto 1075 de 2015, que les fueron confiadas, es 
menester declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva de esta frente al litigio que nos 
ocupa, siendo la entidad llamada a responder la NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO quien debe responder si reconoce 
de la sanción moratoria causada a favor de la aquí demandante. 
 
Adicionalmente, en el caso concreto se deben considerar algunas de las sentencias proferidas por 
Consejo de Estado en relación con el pago de prestaciones de los docentes y directivos docentes y la 
falta de legitimidad en la causa que se configura respecto del Ente territorial. 
 
Sentencia de fecha diecisiete (17) de enero de dos mil catorce (2014), proferida por la SALA DE 
SUBSECCIÓN LABORAL – Tribunal Administrativo de Antioquia, MAGISTRADO PONENTE: JUAN 
CARLOS HERMOSA ROJAS. Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO -
LABORAL-Demandante: MARIA NOHEMY ESCOBAR ESTRADA. Demandado: LA NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Radicado: 050013331016- 
2011-00218- 01. En aplicación del PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD EN MATERIA LABORAL E IGUALDAD 
MATERIAL RESPECTO A LOS DEMÁS SERVIDORES PÚBLICOS. ⁄⁄ SANCIÓN MORATORIA⁄⁄ MOMENTO 
A PARTIR DEL CUAL SE CONFIGURA, respecto de la Legitimación en la causa, dejó claro lo siguiente: 
 

“DE LA LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA. 
El apoderado de la parte demandada insiste en el recurso de apelación que la llamada a responder 
por las pretensiones de la actora es la secretaria de educación del ente territorial al cual se encuentra 
adscrita la docente, quien es la que elabora el acto administrativo demandado.  Es por esto que se 
referirá esta Sala de decisión al tema de la legitimación en la causa por pasiva dentro del presente 
proceso, para lo cual se dirá que sobre este asunto es necesario tener presente que las prestaciones 
económicas reconocidas a los maestros están a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, con autonomía patrimonial, contable 
y estadística, y facultada para asistir las obligaciones que se generen en razón de las prestaciones 
sociales de los docentes, de conformidad con la Ley 91 de 1989, y normas concordantes; Dicho Fondo 
no tiene legitimación para actuar, pues su representación la tiene el Ministerio de Educación Nacional, 
quien tiene en este proceso calidad de demandado, y participó conscientemente en el proceso en 
representación del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio. Es ésta entonces la entidad que 
debe comparecer al proceso, por ser la encargada de autorizar a éste para girar los dineros 
encaminados a respaldar las obligaciones prestacionales que el Fondo tiene con los diferentes 
destinatarios, conforme a lo dispuesto en el artículo 9º de la Ley 91 de 1989. 
  
Por lo tanto, es LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, quien tiene la legitimación en 
la causa por pasiva en representación del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, por tener a su cargo el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado, pues la 
Secretaria de Educación del ente territorial certificado al cual se encuentre vinculado el docente, de 
conformidad con el artículo 3º del Decreto 2831 de Agosto de 2005, tiene la función de atender las 
solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que paga y reconoce el Ministerio de Educación 
– Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Así las cosas y en virtud de lo conceptuado por la Sala de Servicio y Consulta Civil del Consejo de Estado, 
la legitimación en la causa por pasiva la tiene LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, comoquiera que en este caso se discuten 
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cuestiones relacionadas con el reconocimiento de derechos conexos o derivados de éstos, pues dijo la 
Alta Corporación que: 
  
“En los litigios originados en actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales del 
Magisterio, que profiera el Representante del Ministerio de Educación Nacional ante la entidad 
territorial a la que se encuentre vinculado el docente, la representación judicial le corresponde al 
Ministerio de Educación Nacional. 
  
“A la Fiduciaria La Previsora S.A. le corresponde ejercer la representación extrajudicial y judicial en 
los asuntos concernientes al cumplimiento de sus deberes indelegables, tanto los estipulados en el 
acto constitutivo del fideicomiso como los previstos en el artículo 1234 y demás disposiciones legales 
pertinentes de la ley mercantil Ibídem.  
 
 Conforme lo anterior, encuentra la Sala que en este caso la legitimación en la causa por pasiva la 
tiene LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y no el ente territorial al cual se encuentre adscrita la docente.” (Negrilla fuera de texto) 

  
Respecto a la excepción de Falta de Legitimación en la Causa, el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCIÓN TERCERA -Consejero Ponente: Dr. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA - Radicación No.: 05001-23-26-000-1996-01596-01(20132), sostuvo: 
 

“La legitimación en la causa puede ser de hecho o material, siendo la primera aquella relación que se 
establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es decir de la atribución de una 
conducta que el demandante hace al demandado en su demanda, mientras que la segunda, 
corresponde a la participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la 
demanda, independientemente de que dichas personas o hayan demandado o que hayan sido 
demandadas, por lo cual  la ausencia de esta última clase de legitimación, por activa o por pasiva, no 
constituye una excepción de fondo porque no enerva la pretensión procesal en su contenido. La 
legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, 
para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado; el estar legitimado en la 
causa materialmente por activa o por pasiva, por sí solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae 
en el demandante el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un 
hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la 
persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo -no el procesal-; si la falta de 
legitimación en la causa es del demandado, de una parte al demandante se le negarán las 
pretensiones no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien se las 
atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el demandado debe ser absuelto, 
situación que se logra con la denegación de las súplicas del demandante” (Negrilla fuera de texto). 

 
De igual forma, se tiene que el CONSEJO DE ESTADO en Jurisprudencia proferida por la SECCIÓN 
SEGUNDA, SUBSECCIÓN “B” el (5) de diciembre de 2013, en cuanto al expediente de Radicación No. 
25000-23-25-000-2009-0467-01(2769-12) (Consejero Ponente: Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE), 
ratificó la falta de legitimación por pasiva de las secretarías de educación del ente territorial al cual 
se circunscriba un afiliado al FOMAG, determinando entre otros aspectos que: 
 

“En efecto, no hay duda de que es a la administración representada en el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le corresponde el pago de los derechos prestacionales 
de los docentes afiliados al citado fondo, de acuerdo con el procedimiento que para tal efecto ha 
dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la expedición de la Ley 91 de 
1989. 
 
Bajo estos supuestos, no le asiste la razón a la parte demandada cuando en el recurso de apelación 
formula la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que, si bien es cierto la 
Ley 962 de 2005 establece un procedimiento complejo en la elaboración de los actos administrativos 
mediante los cuales se reconocen prestaciones sociales a los docentes oficiales en el que, como quedó 
visto, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial, al cual pertenece el docente 
peticionario, y la respectiva sociedad fiduciaria, no lo es menos que, es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a quien en últimas el mismo legislador, en el artículo 56 de la 
citada Ley 962 de 2005, le atribuye la función de pagar las prestaciones sociales a los docentes 
oficiales”. (Negrilla y subrayado fuera de texto original).  
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Por su parte, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO en providencia del 29 de marzo de 2017, 
proferida dentro del proceso de radicación 08-001-33-33-004-2014-00160-01 promovido por la 
señora YOMAIRA ARIZA PACHECO contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- MUNICIPIO DE SOLEDAD, señaló: 
 

 “…Al respecto, el H. Consejo de Estado ha indicado que si bien la ley 962 de 2005 establece un 
procedimiento en la elaboración de los actos administrativos mediante los cuales se reconocen 
prestaciones sociales a los docentes oficiales en el que intervienen la Secretaría de Educación del ente 
territorial al cual pertenece el docente peticionario y la respectiva sociedad fiduciaria, no lo es menos 
que es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien en ultimas el legislador en el 
Art. 56 de la ley 962 de 2005, le atribuye la función de pagar las prestaciones sociales a los docentes 
oficiales4. 
 
(…) Sin embargo, esa obligación corresponde únicamente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, razón por la cual habrá de modificarse la decisión de instancia y de esa forma excluir 
al Municipio de Soledad de los cargos presentados en la demanda.” (Subrayado y Negrita fuera de 
texto) 

 
Así pues, pese a que la Ley 91 de 1989 creó el FOMAG como una cuenta especial de la Nación, con 
independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, es claro que con relación a 
las pretensiones de la demanda, no es otro sino el mismo FOMAG, a través del ente administrador 
de sus recursos, quien legalmente se encuentra legitimado para conocer de ésta acción, la cual no 
persigue cosa diferente que el reconocimiento y pago de una prestación pensional que claramente 
está y seguirá estando a cargo del FOMAG y su entidad administradora.   
 
Luego, al tener como representarse judicialmente y al ser el encargado de cancelar y responder por 
las prestaciones sociales de los afiliados a su fondo, el FOMAG o en su defecto, LA FIDUPREVISORA 
S.A., son las únicas entidades que deben comparecer como demandadas en el proceso que nos 
ocupa, y no mi representada quien, como en argumentos anteriores de esta contestación se expuso, 
solo sirve de tramitador de las decisiones tomadas por el Fondo y en específico, por la entidad 
FIDUPREVISORA S.A., no así de cancelar el valor reconocido en la resolución que, en efecto, le 
correspondía pagar al FOMAG y a su ente administrador.  
 
Por tanto, teniendo claro que no puede pretenderse condenar a mi mandante por hechos ajenos a 
su voluntad, máxime cuando esta se apegó a la ley para cumplir con las funciones que, en razón de 
la Ley 91 de 1989, la Ley 962 de 2005, la Ley 1955 de 2019 y el Decreto No. 2831 de 2005, les fueron 
confiadas.  
 
Ahora bien, descendiendo al caso en concreto, la Secretaría de Educación de mi mandante interviene 
en la producción de los actos administrativos –expresos o presuntos relacionados con el FOMAG, 
pero en cumplimiento de una delegación que impone la Ley 91 de 1989, es decir, que no es una de 
las delegaciones de que trata la Ley 489 de 1998 que se hacen a través de acto administrativo expreso 
y escrito sino que esta obra por una delegación por ministerio de la ley, la cual cumple entonces en 
representación del Ministerio de Educación que es la entidad obligada a pagar las prestaciones 
sociales a los docentes a través del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio como su 
cuenta que es, lo cual implica que efectivamente la - Secretaria Municipal de Educación y el ente 
territorial, por la sola delegación no se encuentra legitimado materialmente, para responder por los 
derechos reclamados por la parte actora, en tanto es la nación colombiana como lo ha dicho en 
reiteradas ocasiones el Consejo de Estado en la sección segunda, es por intermedio del Ministerio de 
Educación Nacional el legitimado en la causa material por pasiva en este caso, sin que lo dicho hasta 
este momento se diga en su totalidad que le niega el derecho al demandante, pues debe hacerse el 
estudio de fondo si se decreta o no la nulidad de los actos administrativos acusados. 
 
Además, de la revisión de los actos demandados, se puede observar que pese a que la Secretaria 
Municipal intervino en uno de ellos, lo hizo fue en cumpliendo a la delegación que impone la Ley 91 
de 1989, en representación del Ministerio de Educación, que es la entidad obligada a pagar las 
prestaciones de los docentes a través del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, lo cual 

 
4 Sentencia de 23 de septiembre de 2015. Consejo de Estado. Exp. 73001-23-31-000-2012-00336-01 M.P Jorge Octavio Ramírez Ramírez.  
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implica que efectivamente el DISTRITO DE BARRANQUILLA, por la sola delegación no se encuentra 
legitimado materialmente para responder por los derechos reclamos por la parte actora, en tanto es 
la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, el legitimado en la causa material por 
pasiva en este caso.    
 
Por su parte, el artículo 57 alegado, reitera que las cesantías definitivas y parciales de los docentes 
de que trata la Ley 91 de 1989, serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la 
entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo que no 
cambia la responsabilidad de la sanción moratoria, a menos que se pruebe que el pago extemporáneo 
se generó como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega 
de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin embargo, en el presente caso no se acredito el 
incumplimiento de los plazos por parte de la secretaria de educación municipal. 
 
Por lo tanto, en el presente proceso el DISTRITO DE BARRANQUILLA no se encuentra legitimado en 
la causa por pasiva, por lo que no puede ser condenado al pago de la sanción moratoria. Como ya lo 
señalamos anteriormente, si el DISTRITO DE BARRANQUILLA no estaba obligado al pago de la 
obligación principal que es la cesantía, mucho menos estaría obligado al pago de una obligación 
subsidiaria de la misma como sería la sanción moratoria. 
 

5.1.6. LA FALTA DE PRUEBAS NO LOGRÓ DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE 
LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS: 

 
Si bien es el DISTRITO DE BARRANQUILLA, a través de su Secretaría de Educación, es quien reconoce 
el pago de las cesantías de los docentes oficiales, la tarea de cancelarle al docente dichas cesantías, 
dentro del término legal, recae única y exclusivamente en el FOMAG, a través de la FIDUPREVISORA 
SA, por ser esta la competente para ello.     
 
Por lo tanto, no se le puede imputar al DISTRITO DE BARRANQUILLA una demora en el pago de las 
cesantías y sus intereses, cuando dicha demora consiste en el pago tardío que la FIDUPREVISORA SA 
hace de estas, toda vez que, en el presente caso, no está demostrado que mi mandante se haya 
realizado indebidamente las funciones que son de su competencia. 
 
La falta de pruebas que se alega como excepción de fondo se fundamenta en que no está demostrado 
que, de haberse pagado al demandante tardíamente sus cesantías, ello obedezca al actuar imputable 
al DISTRITO DE BARRANQUILLA. Tampoco está probado que se le haya pagado tardíamente a la 
accionante sus cesantías.      
 
Por esta razón, es menester acudir al principio de carga de la prueba, consagrado en el artículo 167 
del CGP, que expone: 
 

“ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA 
Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen”. 

 
Asimismo, el artículo 164 de esta misma norma establece el principio de necesidad de la prueba, 
según el cual toda sentencia judicial debe fundamentarse en las pruebas aportadas oportunamente 
al proceso: 
 

“ARTÍCULO 164. NECESIDAD DE LA PRUEBA 
Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. 
Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de pleno derecho”. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, debe acudirse a las máximas latinas del derecho romano que tanto 
han influenciado nuestro derecho moderno, dentro de las cuales se encuentran onus probando 
incumbit actori, esto es, al demandante le incumbe probar los hechos en que funda su acción, su 
demanda, sus pretensiones; actore non probante reus absolvitur, esto es, si el demandante no 
prueba los hechos en que funda su demanda, el demandado será absuelto; Incumbit probatio ei qui 



 

  

20 

dicit non qui negate, esto es, incumbe probar al que afirma, no al que niega; secundum allegata et 
prabata partium, esto es, corresponde a las partes elegir los medios de prueba para defender sus 
intereses. 
 
En consonancia a esto, el Consejo de Estado5 ha expuesto que: 
 

“CARGA DE LA PRUEBA - Naturaleza / CARGA DE LA PRUEBA - Regla de conducta del juez / CARGA DE 
LA PRUEBA - Principio de autorresponsabilidad  
El concepto de carga de la prueba se convierte en (i) una regla de conducta para el juez, en virtud de 
la cual se encontrará en condiciones de proferir fallo de fondo incluso cuando falte en el 
encuadernamiento la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que debe aplicar 
y, al mismo tiempo, (ii) en un principio de autorresponsabilidad para las partes, derivado de la 
actividad probatoria que desplieguen en el proceso, pues si bien disponen de libertad para aportar, o 
no, la prueba de los hechos que las benefician y/o la contraprueba de aquellos que, habiendo siendo 
acreditados por el adversario en la litis, pueden perjudicarlas, las consecuencias desfavorables 
derivadas de su eventual inactividad probatoria corren por su cuenta y riesgo. En otros términos, «no 
existe un deber de probar, pero el no probar significa en la mayoría de los casos la derrota»; las reglas 
de la carga de la prueba sirven para establecer cuál de las partes tendrá que soportar el resultado 
desfavorable derivado de una actividad probatoria o de la falta de alegación o de una alegación 
incompleta, pues aunque el juez no disponga de todos los hechos cuyo conocimiento hubiera resultado 
necesario para fallar en uno u otro sentido, la prohibición de «non liquet» le obliga a resolver, en todo 
caso. Es entonces cuando las reglas de la carga de la prueba le indicarán en cabeza de cuál de las 
partes recaía la obligación de haber acreditado un determinado hecho y, por consiguiente, a quién 
corresponderá adscribir, en la sentencia, las consecuencias desfavorables derivadas de su no 
demostración, pues dichas reglas, precisamente, permiten al fallador cumplir con su función de 
resolver el litigio cuando falta la prueba, sin tener que abstenerse de dirimir, de fondo, la cuestión, 
para no contrariar, con un pronunciamiento inhibitorio, los principios de economía procesal y de 
eficacia de la función jurisdiccional. En los procesos que cursan ante el Juez de lo Contencioso 
Administrativo, en que quien pretende determinado efecto jurídico debe acreditar los supuestos de 
hecho de las normas en que se ampara, luego, en general, corresponde la carga de la prueba de los 
hechos que sustentan sus pretensiones, en principio, al demandante, al paso que concierne al 
demandado demostrar los sucesos fácticos en los cuales basa sus excepciones o su estrategia de 
defensa”. 
 

Conforme a esto, el Consejo de Estado6 expuso que:  
 

“En la jurisdicción contencioso-administrativa, la individualización de las pretensiones y el concepto 
de violación de las normas demarcan la actividad judicial debido a la prevalencia del principio 
dispositivo (…). Dicho principio tiene doble connotación, sustancial y procesal. En lo sustancial, implica 
que es el propio demandante quien puede disponer de los derechos subjetivos y quien incita la función 
judicial a través de los actos de postulación, lo cual ha llevado a la doctrina a precisar que «el juez no 
puede inmiscuirse en aquello que las partes no aduzcan como thema decidendum»; en lo procesal, el 
principio dispositivo se materializa en el cumplimiento de las cargas procesales. Así, corresponde a las 
partes conducir el debate judicial a partir de las actuaciones procesales que ellos ejerzan dentro de los 
lineamientos de la ley, sin perjuicio de la actividad probatoria oficiosa que puede realizar el juez para 
resolver aspectos oscuros o dudosos que le impidan dirimir la controversia. De esta forma, la actuación 
judicial que el demandante promueve descansa sobre el principio de la justicia rogada, de manera que 
acceder a peticiones no reclamadas (extra petita y ultra petita), contraría el principio dispositivo, al 
paso que desconoce el principio de congruencia de la sentencia” (negrillas y subrayas nuestras).  

 
Asimismo, sobre el principio de justicia rogada, ha expuesto el Consejo de Estado que: 
 

“Aplicación inmediata Ciertamente el carácter eminentemente rogado de la jurisdicción contenciosa 
administrativa impide examinar pretensiones a la luz de disposiciones diferentes de las invocadas en 
la demanda, es decir, que sus providencias se circunscriben sólo a lo que allí se ha planteado, por ser 
el libelo demandatorio un marco de referencia necesario para que el operador jurídico emita su 
pronunciamiento judicial.”  

 

 
5 Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. CP: Mauricio Fajardo Gómez. Radicación número: 
70001-23-31-000-1995-05072-01(17720). 04 de febrero de 2010. 
6 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. CP: JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ. Bogotá, 
D.C., ocho (08) de marzo de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 76001-23-31-000-2011-01132-01(21295). 
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Con base en esto, se trae a colación el principio epistemológico conocido como la navaja de Hitchens, 
que establece que lo que puede afirmarse sin pruebas puede desestimarse sin pruebas. Y es que, en 
efecto, si en el caso concreto no se aportan pruebas contra la administración municipal, esta se exime 
de toda responsabilidad, más aún por no tener relación con los hechos del caso. 
 
En efecto, el artículo 167 del CGP señala que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de 
las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, criterio que se basa en el principio 
de autorresponsabilidad de las partes y como requerimiento de conducta procesal facultativa 
predicable a quien le interesa evitar una decisión desfavorable. 
 
La carga de la prueba es una noción procesal que consiste en una regla de juicio, que les indica a las 
partes la autorresponsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las normas 
jurídicas cuya aplicación reclaman aparezcan demostrados y que, además, le indica al juez cómo debe 
fallar cuando no aparezcan probados tales hechos. 
 
Sobre su contenido material, es dable afirmar que la carga de la prueba tiene que ver (i) con la 
posibilidad de obrar de determinada manera en pro de conseguir un resultado jurídico (constitutivo, 
declarativo o de condena) esperado de un proceso y (ii) con reglas indicativas de cómo deberá 
resolverse cuando la ausencia de pruebas impida, que el juez adquiera certeza o convencimiento 
respecto de los asuntos sometidos a su conocimiento. 
 
Por tanto, a la parte que propone la existencia de un hecho le corresponde demostrar las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrolló utilizando los medios probatorios que el 
ordenamiento jurídico le otorga para ello, es decir, que el juez solo puede dar como acreditada dentro 
del proceso una situación fáctica, cuando de acuerdo a los criterios de experiencia y sana crítica, 
evidencie el momento en el que sucedió, la forma en que se dio y el espacio en el que se desenvolvió. 
En efecto, al revisar las pruebas que aportó el accionante en su demanda, no se observa que haya 
pruebas en contra de mi poderdante. 
 
La necesidad de la prueba es la exigencia de que los hechos en que se fundamentan las decisiones de 
las autoridades se encuentran respaldados en medios de convicción que hayan sido debidamente 
incorporados a la actuación, esto es, oportunamente y a través de quienes se encuentran legitimados 
para hacerlo. Por su parte, la carga de la prueba es la habilitación para que las autoridades decidan, 
atribuyendo a los interesados la responsabilidad de suministrar los soportes demostrativos de sus 
solicitudes, so pena de asumir las consecuencias adversas a sus aspiraciones por el incumplimiento 
de tal deber. 
 
Al respecto, en Sentencia del 15 de marzo de 2013 de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, dentro del radicado No. 15001-23-31-000-2010-00933-
02(19227), con Consejero Ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, sostuvo: 

 
“Por esencia, la prueba judicial es un medio procesal que permite llevar al juez el convencimiento de 
los hechos que son materia u objeto del proceso y, por ende, le permite tomar una decisión fundada 
en una determinada realidad fáctica. Eso es lo que significa que la decisión judicial deba fundarse en 
las pruebas oportunamente aportadas al proceso.” 

 
Con base en lo anterior, es claro que toda decisión judicial debe fundamentarse en los medios 
probatorios debidamente allegados por los interesados al proceso, siempre y cuando el sustento 
fáctico cuente con una base normativa que lo respalde. En el caso de marras, se echa de menos todo 
lo anterior, no demostró que existiese sustento fáctico, probatorio y jurídico en contra de mi 
mandante, razón necesaria por la cual, al menos respecto de esta parte pasiva, no deberán prosperar 
las pretensiones de la demanda.  
 
Con base en lo anterior, teniendo en cuenta que el acto administrativo demandado se presume legal 
por expresa disposición legal, recae en el accionante desvirtuar la legalidad de estos y efectivamente 
probársela al Despacho con base en los principios de carga y necesidad de la prueba, consagrados en 
los artículos 164 y 167 del Código General del Proceso, carga que no cumplió. No obstante, muy a 
pesar de lo anterior, como se ha mencionado, el accionante no desvirtúa los actos administrativos 
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expedidos por el mi mandante, por lo que sobre estos debe primar su presunción de legalidad, como 
actos administrativos que son. 
 
Todo lo anterior demuestra que la parte demandante tenía la carga de la prueba de demostrar que 
efectivamente los hechos narrados acontecieron de tal manera que exista una actuación imputable 
a mi mandante o una causal de nulidad del acto administrativa demostrada, lo que no cumplió. Lo 
anterior con base en que no está demostrado que, de haberse pagado al demandante tardíamente 
sus cesantías, ello obedezca al actuar del DISTRITO DE BARRANQUILLA. 
 
Es menester señalarle al despacho que los actos administrativos demandados que profirió el 
DISTRITO DE BARRANQUILLA gozan de presunción de legalidad conforme al artículo 88 del CPACA. 
Esta norma, que expone sobre la presunción de legalidad de todo acto administrativo mientras no 
haya sido declarado nulo por la jurisdicción contenciosa administrativa a través de sentencia 
ejecutoriada, manifiesta: 
 

“ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos administrativos 
se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva 
definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.” 

 
Sobre este asunto, en Concepto 059871 de 2020 del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, se indica: 
 

“Los actos administrativos que se expidan dentro de la administración, se  presumen legales mientras 
no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y en el evento en que 
fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad 
o se levante dicha medida cautelar. 
  
La Corte Constitucional por su parte, adujo lo siguiente frente al principio de seguridad jurídica que 
acompañan todos aquellos actos administrativos expedidos por la administración que crean, 
modifican o extinguen situaciones jurídicas particulares o concretas: 
  
Una de las reglas establecidas por el ordenamiento jurídico es que dichos actos se presumen legales 
hasta tanto no sean declarados de forma contraria por las autoridades competentes para ello, función 
que le fue otorgada por el legislador a los jueces de la jurisdicción contenciosa administrativa. En 
relación con la concepción básica del acto administrativo como manifestación Estatal, resulta muy 
ilustrativo el siguiente pronunciamiento de esta Corporación: 
  
El acto administrativo definido como la manifestación de la voluntad de la administración, tendiente 
a producir efectos jurídicos ya sea creando, modificando o extinguiendo derechos para los 
administrados o en contra de éstos, tiene como presupuestos esenciales su sujeción al orden jurídico 
y el respeto por las garantías y derechos de los administrados. 
  
Como expresión del poder estatal y como garantía para los administrados, en el marco del Estado de 
Derecho, se exige que el acto administrativo esté conforme no sólo a las normas de carácter 
constitucional sino con aquellas jerárquicamente inferiores a ésta. Este es el principio de legalidad, 
fundamento de las actuaciones administrativas, a través del cual se le garantiza a los administrados 
que, en ejercicio de sus potestades, la administración actúa dentro de los parámetros fijados por el 
Constituyente y por el legislador, razón que hace obligatorio el acto desde su expedición, pues se 
presume su legalidad.  
  
De lo expresado por esta corporación, y para su caso en concreto, siempre y cuando no se haya 
declarado de forma contraria por los jueces de la jurisdicción contenciosa administrativa, los actos 
administrativos que se susciten dentro de la administración, se presumen legales hasta tanto no sean 
declarados de forma contraria por las autoridades competentes para ello.” 

  
Lo anterior ha sido ratificado por el Consejo de Estado7, que ha expuesto: 
 

 
7 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION CUARTA CP: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ Bogotá 
D. C., siete (7) de noviembre del dos mil doce (2012) Radicación número: 25000-23-27-000-2009-00056-01(18414). 
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“ACTO ADMINISTRATIVO – Gozan de presunción de legalidad. Demandables ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. Carga de la prueba / DEMANDA – Requisitos. Concepto de violación Es así 
porque, si bien los actos administrativos, como decisiones unilaterales de la Administración 
encaminadas a producir efectos jurídicos, son susceptibles de judicialización por parte de esta 
jurisdicción (…), lo cierto es que se encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del 
sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, propio de los Estados 
Sociales de Derecho y, por lo mismo, su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de 
alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, demarcando de esa forma tanto el 
terreno de defensa para el demandado como el ámbito de análisis para el juez y el alcance de su 
decisión.” 

 
Con base en lo anterior, teniendo en cuenta que los actos administrativos que profirió el DISTRITO 
DE BARRANQUILLA se presumen legales por expresa disposición legal, recae en el accionante 
desvirtuar la legalidad de estos y efectivamente probársela al despacho con base en los principios de 
carga y necesidad de la prueba, consagrados en los artículos 164 y 167 del Código General del 
Proceso, carga probatoria que no asumió el demandante en este litigio, al menos en lo que respecta 
a mi mandante. 
 

5.2. EXCPECIÓN PREVIA: 
 
Me permito interponer la siguiente excepción previa con el objeto de que sea estudiada por su 
despacho: 
 

5.2.1. FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORTE NECESARIO: 
 
Con fundamento en el numeral 9 del artículo 100 del Código General del Proceso, fundamento la 
presente excepción previa en la necesidad de que sea vinculada al proceso la FIDUPREVISORA S.A. 
Esto con el objeto de garantizarle su derecho de defensa y el debido proceso, teniendo en cuenta 
que, según los argumentos esgrimidos en las excepciones de mérito fue la FIDUPREVISORA S.A. quien 
incurrió en la mora en el pago. 
 
Sobre la figura del litisconsorcio necesario, el artículo 61 de la Ley 1564 de 2012 establece: 
 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. Cuando el 
proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 
disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 
comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos 
actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en 
el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el 
demandado. 
 
En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de 
las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de 
primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 
 
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas 
y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 
 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin embargo, 
los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá 
pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” (negrillas y subrayas nuestras).  

 
Asimismo, la Corte Constitucional8 expuso: 
 

 
8 Auto A 173 de 2011 de la Corte Constitucional con Magistrado ponente Juan Carlos Henao Pérez.  
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“En otras palabras, la falta de integración del litisconsorcio necesario constituye un hecho que 
configura una excepción previa, que en principio puede ser subsanada de oficio cuando es advertida 
por el juez, o a petición de parte.” 

 
En este asunto, por las mismas circunstancias fácticas del caso, se hace necesario que se vincule a la 
FIDUPREVISORA S.A. para que ejerza su defensa, porque esta fue quien pagó tardíamente las 
cesantías a la actora y no respondió la petición de solicitud de reconocimiento y pago de sanción 
moratoria presentada por la accionante.  
 
Debe tener presente el despacho que la FIDUCIARIA LA PREVISORA en últimas es la competente para 
pronunciarse de fondo frente a la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria, como 
encargada del manejo y administración de los recursos del FOMAG. Lo anterior con fundamento en 
el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, que expone: 
 

“ARTÍCULO  3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, 
cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el 
Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 
correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para 
el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá 
cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los 
costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro 
de Educación Nacional.” (negrillas y subrayas nuestras). 
 

También, el artículo 5 de la Ley 91 de 1989 establece: 
 

“ARTÍCULO  5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los siguientes 
objetivos: 
  
1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado.” 

 
En consecuencia, es menester que se vincule a la FIDUCIARIA LA PREVISORA al proceso por ser quien 
le compete pagar las cesantías al demandante y pudo ser quien incurrió en mora por pago de estas, 
tal como se expuso en las excepciones de mérito. Por esta razón, se le solicita al despacho que vincule 
al proceso a la FIDUCIARIA LA PREVISORA. 
 

6. PETICIÓN: 
 

Teniendo en cuenta los argumentos antes planteados, le solicito a su señoría lo siguiente: 
 

• Que declare probadas las excepciones previa y de mérito propuestas por el DISTRITO DE 
BARRANQUILLA.   
 

• Absuelva al DISTRITO DE BARRANQUILLA de cualquier condena o declaración en su contra.   
 

7. PRUEBAS: 
 

DOCUMENTALES APORTADAS. 
 
- Expediente administrativo del caso remitido por la SECRETARÍA DISTRITAL DE EDUCACIÓN DE 
BARRANQUILLA.  
 

8. ANEXOS: 
 

- Expediente administrativo del caso remitido por la SECRETARÍA DISTRITAL DE EDUCACIÓN DE 
BARRANQUILLA.  
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9. NOTIFICACIONES: 
 

EL DISTRITO DE BARRANQUILLA recibe notificaciones en la Calle 34 No. 43-31, piso 8 en la ciudad de 
Barranquilla. Correo electrónico: notijudiciales@barranquilla.gov.co  
 

EL SUSCRITO APODERADO DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA recibe notificaciones en la Calle 34 No. 
43 - 31, piso 8 en la ciudad de Barranquilla. Correo electrónico: padillasc@hotmail.com y 
cpadillasundheim@gmail.com 
 
 
Atentamente  

 
CARLOS PADILLA SUNDHEIM. 
C.C. No. 72.178.592 de Barranquilla. 
T.P. No. 169.638 C. S. J. 
 



18/8/23, 16:24 Correo: Carlos Arturo Padilla Sundheim - Outlook

https://outlook.live.com/mail/0/inbox/id/AQQkADAwATZiZmYAZC04MjkyLWNmMzUtMDACLTAwCgAQAIWokgg6NGtFkdYSXlrRlUM%3D 1/1

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO

ANDRES QUINONES <andres.quinones@sedbarranquilla.edu.co>
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Para:Carlos Arturo Padilla Sundheim <padillasc@hotmail.com>
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ANDRES QUIÑONES PADILLA
Secretaría de Educación Distrital
Centro Comercial los Ángeles, Piso 2.
Barranquilla, Colombia






















































































































































































































































































































































































